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Temas:              REQUISITOS DE PROCEDENCIA DE LA TUTELA/ CESE DE DESCUENTOS SOBRE NÓMINA  DEL PENSIONADO/ INEXISTENCIA REQUISITO DE SUBSIDIARIEDAD/ CONFIRMA.
El señor Ariel Calderón Aldana pretende mediante esta acción se le dejen de hacer los descuentos por libranza y le sean devueltos los dineros ya entregados a las entidades Dacréditos y Coovestidos, dado que alega que se le suplantó al solicitar los créditos y firmar los pagarés a favor de estas entidades.

(…)

Así las cosas, la acción Constitucional no es la vía para lograr este cometido; sin que tampoco proceda de manera transitoria al no acreditarse la existencia de un perjuicio irremediable o la vulneración del derecho al mínimo vital del accionante,  por cuanto a pesar de que se le efectuaron descuentos por un valor aproximado de $477.000 en el mes de mayo, ello no lleva consigo a que se afecte su mínimo vital, al recibir $817.680, -luego de los descuentos de ley y la libranza- y tener a cargo a su esposa y cuatro (4) mascotas, dado que solo le colabora a sus padres con el pago de los aportes a salud, atendiendo las demás necesidades otro miembro de su familia – hermana- y su hija, con quien vive tiene 23 años y labora actualmente; cabe resaltar también que reside en una vivienda propia. Lo anterior se pudo determinar de acuerdo a la declaración rendida que reposa en (cdno. 2ª instancia, fl.6).

(…)
En este orden de ideas, no se cumple con uno de los requisitos para la procedencia excepcional de la tutela, como es el de la ausencia de otros medios de defensa judicial o que teniéndolos no resultan idóneos y eficaces y menos se tiene por configurado un perjuicio irremediable, razón por la cual resulta improcedente esta acción de amparo aun como mecanismo transitorio. 
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Magistrada Ponente

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Pereira, Risaralda, veinticuatro (24) de agosto de dos mil dieciocho (2018)

Acta número ____ de 24-08-2018
Decide la Sala la impugnación de la sentencia proferida dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Ariel Calderón Aldana, identificado con cédula de ciudadanía No. 93.119.516, residente en Barrio Parque Industrial, Manzana 5 Casa 13, Sector A del municipio de Pereira, en contra de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía – CASUR, Coovestidos Cooperativa Multiactiva y Dacréditos Sociedad Cooperativa. 
ANTECEDENTES

1. Derechos fundamentales invocados, pretensión y hechos relevantes en los que se funda.
Quien promueve el amparo, pretende que se tutelen los derechos fundamentales al mínimo vital, habeas data, al buen nombre, intimidad personal y familiar.
Solicita que se ordene a CASUR, cesar los descuentos sobre su nómina de pensionado, registrados a nombre de Coovestidos y Dacréditos. Así mismo, se deje sin efectos los créditos existentes a su nombre y se realice la devolución de dineros.
Narra el accionante que (i) el 03-05-2018 recibió un mensaje de texto al celular de la entidad Dacréditos, en el que se informó el desembolso de un crédito a su nombre, por el que debía pagar $262.700 en 18 cuotas mensuales; (ii) se comunicó con CASUR, este le indicó que aceptaron una solicitud de crédito por libranza a su nombre en favor de Dacréditos; (iii) el 04-05-2018 llamó a Dacréditos, quien le comunicó que tenían una solicitud de crédito a su nombre, por lo tanto enviara fotocopia de la cédula y un documento firmado con huella para el cotejo de la misma, a la cual se negó por razones de seguridad.

(iv) Remitió derecho de petición a Dacréditos, reiterando que no solicitó créditos y requirió copia de la documentación que soportó la solicitud; Dacréditos en la contestación le informó que el desembolso del crédito se realizó el 03-05-2018.

(v) en el desprendible de nómina del mes de mayo que emitió CASUR, apareció descuento por valor de $262.700 para Dacréditos y $215.000 a nombre de Coovestidos, crédito que tampoco solicitó, por lo tanto llamó a esa entidad, quien le anunció que se realizó un crédito a su nombre, desembolsado en Bogotá a través de una cuenta en el Banco Caja Social; (vi) se dirigió al Banco Caja Social, quien le notificó de la apertura de la cuenta No. 24084337744, donde se desembolsó la suma de $3’000.000 que fueron retirados y otra cuenta adicional de ahorros, por ende solicitó que fueran canceladas. (vii) el 14-06-2018 se dirigió a la Fiscalía para interponer denuncia penal por falsedad. (viii) es pensionado de la policía nacional y su único sustento deriva de dicha prestación, por lo que ve afectado su sostenimiento y el familiar. 
2. Cooperativa Multiactiva Coovestidos (fls.27 a 41)
Aduce que existe una relación contractual con el señor Calderón Aldana Ariel, debido a que el título valor pagaré libranza, no ha sido tachado de falso y el crédito otorgado al accionante, cumplió con todos los requisitos de trámite para otorgar la aprobación y desembolso.
Así mismo arguye, que la acción de tutela goza de carácter preferencial y que solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, por lo tanto, no es procedente adelantar dicha acción ya que el accionante presentó denuncia penal ante la Fiscalía General de la Nación, de la cual se desconoce su estado y se debe esperar respuesta al trámite iniciado por el accionante ante la Entidad Financiera Caja Social de Ahorros.
2.2. Caja de sueldos de retiro de la Policía Nacional -CASUR- (fls.43 a 54)
Señala que se le informó al accionante que si la situación transgrede la normativa penal, debía formular la denuncia correspondiente, mientras tanto, se encuentra en la obligación de efectuar los descuentos a la asignación de retiro a favor de las cooperativas, hasta que la entidad proceda a suspenderlo, u obre orden judicial que ordene la suspensión.
Argumenta también, que no vulnera el derecho al mínimo vital, por cuanto los descuentos que operan en la liquidación de mayo y junio de 2018 no (sic) son inferiores al 50% de la Asignación de Retiro del titular.

2.3. Sociedad Cooperativa Dacréditos
Notificada en debida forma, guardó silencio.

3. Síntesis de la sentencia de tutela
El Juez de instancia declaró la improcedencia de la tutela impetrada al ser la controversia de índole contractual, esfera dentro de la cual no tiene facultad de decidir, salvo que se hubiese demostrado la existencia de un perjuicio irremediable.

Así mismo indicó que la situación debe dirimirse por una vía judicial, diferente al mecanismo de la acción de tutela por cuanto las cooperativas accionadas, han demostrado al actor que la obligación a su nombre fue realizada conforme a la Ley.

4. Impugnación

El accionante impugnó la decisión y precisó que no fueron valorados los hechos y antecedentes que motivaron la tutela. Así mismo se negó el goce de su derecho respecto al mínimo vital, desconociendo que su ingreso, es el único sustento de su familia. 

Finalmente, argumentó que la sentencia se funda en consideraciones inexactas haciendo caso omiso al perjuicio irremediable, que supone ser víctima,
CONSIDERACIONES
1. Competencia

Este Tribunal es competente para conocer de la presente acción, al ser superior funcional del Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, quien profirió la decisión.

2. Problemas jurídicos
En atención a lo expuesto por el accionante, la Sala se formula los siguientes interrogantes:

(i) ¿Es la tutela el mecanismo idóneo para solicitar el cese de descuentos sobre nómina del pensionado?
(ii) De ser positiva la respuesta anterior ¿se vulneró los derechos fundamentales del actor al efectuar los descuentos por el crédito que afirma, no solicitó?
Previo a abordar el interrogante planteado le compete a la Sala verificar el cumplimiento de los requisitos de procedencia de la acción de tutela.

3. Solución a los interrogantes planteados
3.1 Requisitos de procedencia de la tutela 

Se tiene como requisitos generales de procedencia de la acción de tutela, según el artículo 86 de la Constitución Política y el Decreto 2591 de 1991: (i) la presunta vulneración de un derecho fundamental por acción u omisión de una autoridad pública y en algunos casos por particulares, (ii) legitimación por activa y por pasiva de los accionados, (iii) la inmediatez y (iv) subsidiariedad
.

3.1.1 Legitimación

Está legitimado por activa el señor Ariel Calderón Aldana, al ser  titular de los derechos fundamentales que expone en el escrito de tutela, al descontarse de su su nómina de pensionados cuotas para pagar créditos registrados a su nombre, que afirma no solicitó.
Así mismo, lo está por pasiva la Sociedad Cooperativa Dacréditos, Cooperativa Multiactiva Coovestidos y la Caja de Sueldos de retiro de la Policía Nacional –CASUR-, pues a estas entidades se les endilga la presunta conducta violatoria, al registrar unos créditos en su nómina de pensionado, que según aduce el accionante, no solicitó en ningún momento.
3.1.2 Derecho fundamental

No cabe duda que son fundamentales el derecho al mínimo vital, habeas data, intimidad personal, familiar y buen nombre.
3.1.3. Inmediatez

Se encuentra satisfecho, en el entendido de que se enteró de los descuentos en el mes de mayo de 2018 transcurriendo hasta la fecha de presentación de la acción de tutela (22-06-2018) un mes, el que se estima razonable.
3.1.4. Subsidiariedad 

La Corte Constitucional ha dicho que para que la acción de tutela sea procedente como mecanismo principal, el accionante debe acreditar que no tiene otros medios de defensa judicial o que teniéndolos no resultan idóneos y eficaces para lograr la protección de los derechos fundamentales que considera vulnerados y para que la tutela sea procedente como mecanismo transitorio de defensa, y aun existiendo otros mecanismos de protección judicial idóneos y eficaces, ante la necesidad de evitar un perjuicio irremediable, estos puedan ser reemplazados por la acción de tutela.

Igualmente, ha considerado que cuando el accionante logra demostrar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, la tutela procede como mecanismo transitorio de protección. 

Al respecto la Sala avizora que no se satisface el requisito de subsidiariedad como pasa a explicarse:

El señor Ariel Calderón Aldana pretende mediante esta acción se le dejen de hacer los descuentos por libranza y le sean devueltos los dineros ya entregados a las entidades Dacréditos y Coovestidos, dado que alega que se le suplantó al solicitar los créditos y firmar los pagarés a favor de estas entidades.

Sin embargo, para lograr lo pretendido el legislador tiene previsto, no solo la acción penal, sino la civil, acciones contractuales, tendiente a lograr la declaratoria de inexistencia o nulidad de tales actos jurídicos –contratos de mutuo-.

Así las cosas, la acción Constitucional no es la vía para lograr este cometido; sin que tampoco proceda de manera transitoria al no acreditarse la existencia de un perjuicio irremediable o la vulneración del derecho al mínimo vital del accionante,  por cuanto a pesar de que se le efectuaron descuentos por un valor aproximado de $477.000 en el mes de mayo, ello no lleva consigo a que se afecte su mínimo vital, al recibir $817.680, -luego de los descuentos de ley y la libranza- y tener a cargo a su esposa y cuatro (4) mascotas, dado que solo le colabora a sus padres con el pago de los aportes a salud, atendiendo las demás necesidades otro miembro de su familia – hermana- y su hija, con quien vive tiene 23 años y labora actualmente; cabe resaltar también que reside en una vivienda propia. Lo anterior se pudo determinar de acuerdo a la declaración rendida que reposa en (cdno. 2ª instancia, fl.6).
Finalmente, no se da el supuesto mencionado por la Corte Constitucional en sentencia T-653 de 2014 para no exigir el presupuesto de la subsidiariedad como es que “procede excepcionalmente la tutela y pierde subsidiariedad cuando: (i) existe suficiente evidencia probatoria que permite concluir que hubo suplantación (…)”
,  al contar con su sola afirmación de la suplantación, sin que sea este el escenario para decretar pruebas grafológicas tendientes a probarla.

En este orden de ideas, no se cumple con uno de los requisitos para la procedencia excepcional de la tutela, como es el de la ausencia de otros medios de defensa judicial o que teniéndolos no resultan idóneos y eficaces y menos se tiene por configurado un perjuicio irremediable, razón por la cual resulta improcedente esta acción de amparo aun como mecanismo transitorio. 

CONCLUSIÓN

Por consiguiente, al no satisfacerse el requisito de subsidiariedad, acertó la A quo al declarar la improcedencia de la presente acción de tutela, por lo que se confirmará el fallo de primera instancia.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda - Sala Segunda de Decisión, administrando justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia del 06-07-2018 proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira dentro de la presente tutela, incoada por el señor Ariel Calderón Aldana, contra Sociedad Cooperativa Dacréditos, Cooperativa Multiactiva Coovestidos y la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional –CASUR-, en consecuencia,
SEGUNDO: DECLARAR improcedente la acción de tutela por lo expuesto en la parte motiva.
TERCERO: REMITIR el expediente a la honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada Ponente 

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ     FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Magistrado




     Magistrado
� Corte Constitucional. Sentencia T-275 de 12-04-2012, M.P. Juan Carlos Henao Pérez.


� Sentencia T-653 de 04 de septiembre de 2014 M.P Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.





PAGE  
7

